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Asunto: Acción de reparación directa

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Santander-Sala de Descongestión-Sede Bucaramanga, el 30 de enero de 2001, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda. La sentencia recurrida será confirmada. 

I. ANTECEDENTES

1. Las pretensiones

Mediante escrito presentado el 4 de septiembre de 1998, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, los señores Nancy Rocío Orozco Rueda, actuando en nombre propio y en representación de su hija menor Dana Sacheth Márquez Rueda y además, la señora Alicia Correa Ávila, presentaron demanda en contra de la Nación-Dirección Ejecutiva de Administración Judicial-Fiscalía General de la Nación, con el fin de que se declarara a la entidad patrimonialmente responsable de los perjuicios que sufrieron como consecuencia de la muerte del señor Pedro Alfonso Márquez Correa, en hechos ocurridos entre el 18 de agosto y el 5 de septiembre de 1996, en el municipio de Curumaní, Cesar. 

A título de indemnización, se solicitó en la demanda: (i) por los perjuicios morales, el pago de una suma equivalente a 1.000 gramos de oro, a favor de cada una de las demandantes y (ii) por los perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, a favor de las demandantes, las sumas que resulten de aplicar a las fórmulas financieras adoptadas por la Corporación, con base en los siguientes factores: una renta de $2.298.758,46 que era la suma que percibía el occiso, más el 25%, por prestaciones sociales; la vida probable de la madre y de la esposa de la víctima, según las tablas de supervivencia, la edad de 25 años para la hija y la variación porcentual del índice de precios al consumidor, indemnización que estimó a la fecha de presentación de la demanda en $52.871.444. 

2. Fundamentos de hecho

Los hechos relatados en la demanda son los siguientes: 

-El señor Pedro Alfonso Márquez Correa laboró al servicio del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, entre el 16 de octubre de 1984 y el 31 de julio de 1995, siendo su último cargo el de Director Seccional en el departamento de Santander. Se retiró voluntariamente de la entidad. 

-Cuando se desempeñaba como dirección seccional del DAS, en Santander capturó a un presunto jefe del bloque nororiental del ELN, exempleado de la gobernación de Santander, a quien conocían con el alias de “Avispa”, quien se fugó del sitio de reclusión, al parecer en la ciudad de Popayán y remitió una comunicación al DAS de Santander amenazando de muerte a su director. 

-Desde el 23 de mayo de 1996, hasta el 5 de septiembre de ese mismo año, el señor Márquez Correa laboró al servicio de la Fiscalía General de la Nación, donde desempeñó el cargo de Director Seccional del Cuerpo Técnico de Investigación de Riohacha en el departamento de la Guajira.

-En ejercicio de un permiso que le fue concedido por la Fiscalía, el señor Pedro Alfonso Márquez viajó a la ciudad de Bucaramanga, con el propósito de hacerse un chequeo médico, por una gastrectomía subtotal que se le había practicado meses atrás, pero el 18 de agosto de 1996, cuando regresaba a la Guajira con su familia fue secuestrado por el frente Camilo Torres del ELN. 

-El 20 de agosto de 1996, apareció un manuscrito, al parecer firmado por el señor Pedro Alfonso Márquez, dirigido a su esposa Nancy, en el cual solicitaba la intervención de la Fiscalía General para obtener su liberación. La señora Nancy remitió copia de ese manuscrito al DAS Aguachica, vía fax, al día siguiente y solicitó la intervención de la Fiscalía General, en particular del CTI, para lograr la liberación de su esposo, pero la institución no realizó ninguna actuación. 

-El 6 de septiembre de ese mismo año, el Fiscal 24 de Curumaní hizo el levantamiento del cadáver del señor Márquez Correa, en la trocha San Roque-Santa Isabel. Según la necropsia, la muerte se produjo el día anterior al del levantamiento, como represalia del grupo subversivo por haber capturado meses atrás a uno de sus jefes.  

Adujo la parte demandante que los daños sufridos por la esposa y la hija del señor Márquez Correa son imputables al Estado, a título de falla del servicio, porque su muerte se produjo como consecuencia de la total desprotección, desamparo y abandono de la entidad a la cual prestaba sus servicios, dado que ni el CTI, ni la Fiscalía adelantaron gestiones tendientes a obtener su liberación, ni solicitaron la intervención de otros organismos como el DAS o el Ejército, con ese fin. Agregó que el daño también era imputable a la entidad pública a título de daño especial, porque quienes colaboran con la Administración de Justicia están más expuestos a sufrir daños causados por la guerrilla, por delincuentes comunes y por otras organizaciones criminales. 

3. La oposición de la demandada

La Nación-Fiscalía General de la Nación no dio respuesta a la demanda. 

4. La sentencia recurrida

Consideró el Tribunal a quo que de acuerdo con la jurisprudencia, el deber del Estado de brindar protección a todas las personas no es de carácter absoluto, por lo tanto, para derivar la responsabilidad patrimonial por los daños causados por terceros ha de valorarse la posibilidad que tenían las entidades públicas para actuar en el caso concreto con los efectivos, la información y la colaboración de los ciudadanos de que disponía. 

Agregó que los ciudadanos, que son y deben ser los primeros beneficiarios de la organización estatal, también tienen el deber de velar por su seguridad y por su integridad y no les es dado exponerse inútilmente a los peligros, para luego reclamar una protección absoluta del Estado y que en el caso concreto, el fallecido no cumplió con tales deberes porque optó por viajar sólo con su familia, por razones de orden personal, que nada tenían que ver con el cumplimiento de sus funciones, sin medir los riesgos a los que se exponía, en consideración al cargo que ocupaba y a las amenazas, que según su familia, había recibido.

Finalmente, señaló que no obra prueba en el expediente de que el señor Márquez Correa hubiera estado amenazado o que hubiera solicitado protección a la entidad demandada y que ésta no se la hubiera brindado. 

5. Lo que se pretende con la apelación

La parte demandante solicita que se revoque la sentencia impugnada y en su lugar, se acceda a las pretensiones de la demanda. Adujo que: 

(i) El a quo no analizó ni interpretó correctamente la demanda. Hizo énfasis en que el occiso no estaba amenazado y que no obraba prueba de que hubiera pedido protección; sin embargo, en la demanda se señala que el daño es imputable al Estado por no haber atendido las solicitudes que hiciera la esposa del secuestrado para que la Fiscalía interviniera para lograr su liberación, pero nada se hizo y es por eso que la omisión absoluta de la entidad es la que se señala como causa del daño. 

(ii) El desplazamiento a Bucaramanga que hizo el señor Márquez Correa obedeció a razones de salud, porque requería que se le practicara un examen médico especializado, de urgencias; sin embargo, este no es el hecho central de la discusión. Lo que se ha alegado es la inoperancia absoluta del Estado para procurar el rescate o la liberación del secuestrado. Es claro que la víctima, por el cargo que desempeñaba, estaba expuesto a sufrir atentados contra su integridad física, aunque estuviera en su oficina, en su hogar o en la carretera; sin embargo, eso no es pretexto para negar la intervención del Estado para lograr su liberación.

(iii) Existió relación causal entre la falla del servicio, que consistió en el abandono absoluto del funcionario por parte de la entidad estatal y el daño que éste sufrió. Si el Estado hubiera adelantado alguna gestión salvadora, el señor Márquez Correa podría estar con vida, pero como el Estado omitió las acciones tendientes a obtener su rescate o liberación, es responsable del daño que éste sufrió.  

6. Actuación en segunda instancia

Del término concedido en esta instancia para presentar alegaciones hicieron uso las partes.

6.1. La parte demandante reiteró los argumentos expuestos en el escrito de sustentación del recurso de apelación. Insistió en que la causa petendi de la demanda es la omisión de las acciones dirigidas a obtener su rescate o liberación y no los hechos que originaron el secuestro. 

6.2. La parte demandada solicitó que se confirmara el fallo recurrido, cuyas consideraciones manifestó compartir plenamente, porque en su criterio: (i) es cierto que la obligación de prestar seguridad a los ciudadanos no puede ir más allá de las circunstancias generadas por la propia víctima; (ii) no es predicable la existencia de nexo causal entre el daño sufrido por la víctima y las atribuciones de la entidad demandada. La protección debida a los ciudadanos no corresponde a la Fiscalía, a través del CTI; (ii) la omisión no puede centrarse en negociar con un movimiento al margen de la ley, porque no existe norma legal que le permita a la entidad adelantar esos actos; tampoco le correspondía adelantar actos tendientes a obtener el rescate de la persona secuestrada. Esta era función de la fuerza pública; (iv) el daño se originó por un hecho propio de la víctima, quien actuó de manera negligente y (v) la entidad dio cumplimiento a la ley y para tal efecto amparó contractualmente a los beneficiarios del servidor público con un seguro de vida.  

II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia  

La Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en proceso con vocación de segunda instancia ante esta Corporación, dado que la cuantía de la demanda supera aquella exigida para el efecto al momento de proponer el recurso, esto es, antes de la vigencia de las cuantías establecidas en la Ley 446 de 1998
. 

2. El perjuicio sufrido por los demandantes 
La muerte del señor Pedro Alfonso Márquez Correa, ocurrida el 5 de septiembre de 1996, en el municipio de Curumaní, Cesar fue acreditada con: (i) el acta de la diligencia de levantamiento del cadáver practicada por la Fiscalía 24 Delegada ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Chiriguaná, César (fl. 8); (ii) el informe de la necropsia practicada al cadáver por el médico legista del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en la cual se concluyó que la muerte ocurrió “por shock neurogénico por sección medular secundaria a herida por arma de fuego a nivel de C-1 C-2” (fls. 9-11), y el registro civil de la defunción (fl. 6). 
La muerte del señor Márquez Correa causó daños a las demandantes, quienes demostraron el vínculo que los unía a él, así: (i) la señora Alicia Corres Ávila demostró ser la madre del fallecido, tal como consta en el registro civil del nacimiento de éste (fl. 3); (ii) la señora Nancy Rocío Rueda Orozco acreditó ser la esposa del fallecido, hecho que acreditó con la copia del registro civil de su matrimonio  (fl. 5), y (iii) la menor Dana Sacheth Márquez Rueda acreditó ser su hija, con el registro civil de su nacimiento (fl. 4). 

La demostración del vínculo matrimonial y del parentesco en el primer grado de consanguinidad entre las demandantes y el señor Márquez Correa, unida a las reglas de la experiencia, permite inferir el dolor moral que aquéllas sufrieron por la muerte de éste. 

Además, sobre la existencia de los daños aducidos por los demandantes, obra el testimonio rendido ante el comisionado Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por los señores Fabio Evaristo Franco Sánchez, Jaime Angarita Quintero y Mario Nelson Vargas Rojas (210-215), quienes afirmaron ser vecinos y amigos de la familia Márquez Rueda y por eso constarles el profundo dolor que sufrieron con su muerte, la madre, la esposa y la hija del señor Pedro Alfonso Márquez. 

3. El secuestro del señor Márquez Correa

No fueron motivo de discusión en el proceso el secuestro del señor Pedro Alfonso Márquez Correa, cometido el 19 de agosto de 1996, al parecer por miembros de un grupo subversivo y su posterior muerte, ocurrida durante esa retención. 

Esos hechos aparecen confirmados con las pruebas que obran en el expediente, conforme a las cuales se concluye que el secuestro del señor Márquez Correa se produjo durante el recorrido que hacía en compañía de algunos miembros de su familia, desde la ciudad de Bucaramanga a la de Riohacha, al parecer, por parte de miembros del grupo subversivo ELN, luego de disfrutar de un permiso que le fuera concedido por la entidad. 

El Director Nacional del C.T.I. remitió al a quo copia de la solicitud de permiso presentada por el señor Pedro Alfonso Márquez Correa, dirigida al Director de la entidad, para ausentarse de Riohacha durante los días 17 a 19 de agosto de 1996, con el fin de atender asuntos de índole familiar en Bucaramanga y la respuesta dada por el funcionario concediéndole el permiso que solicitó (fls. 57-61). 

En el informe presentado el 22 de agosto de 1996, por el jefe de la Sección de Información y Análisis del Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía General de la Nación, al director seccional de la misma entidad (fls. 69-70), se da cuenta de las circunstancias en las cuales se produjo el secuestro del señor Márquez Correa, según la información suministrada por sus familiares:   

“Por medio del presente me permito informarle que el día 19 de agosto del presente año, en la carretera que del municipio de Aguachica conduce al municipio de Bosconia Cesar, a la altura del corregimiento de San Roque, jurisdicción del municipio de Curumaní, siendo aproximadamente las 18:00 horas fue interceptado por cinco miembros del frente Camilo Torres Restrepo del Ejército de Liberación Nacional, el doctor PEDRO MÁRQUEZ CORREA, Director del Cuerpo Técnico de Investigación Seccional Riohacha, quien se movilizaba en un vehículo campero Mitsubishi, de color blanco, en compañía de la señora ZURAYA CUEVAS EGEA…, un joven de nombre RUSBEL ZULETA y dos niñas de nombre SANDRA y ALEJANDRA (hijas de la señora ZURAYA). Al momento de la interceptación, los subversivos se movilizaban en una camioneta Chevrolet Luv, de color azul y mantenían retenida a una familia compuesta por padre, madre y dos hijos, sin más datos, inmediatamente, los delincuentes procedieron a trasladarlos por una trocha hasta las estribaciones de la serranía del Perijá, en momentos en que eran trasladados, los sediciosos entrevistaron al doctor preguntándole por su actividad y éste les respondía que era comerciante, en un lapso de 40 minutos, éstos llegaron a un campamento donde revisaron minuciosamente el vehículo, encontrando los documentos de identificación del antes mencionado, pudiendo establecer ellos que es miembro activo de la Fiscalía General de la Nación.

“El día 20 de agosto del año en curso, siendo aproximadamente las 10:00 horas, fueron liberados y conducidos por los subversivos la señora ZURAYA, sus dos hijas y el joven ZULETA, en un campero Nissan, de color verde, hasta el sitio conocido como el cruce de Chiriguaná, ellos tomaron un vehículo que los condujo hasta la ciudad de Santa Marta, llevando un comunicado escrito por el doctor y dirigido a su esposa NANCY. 

…

“Parte de la anterior información fue suministrada vía telefónica por la señora ZURAYA CUEVAS EGEA, cuñada del hoy secuestrado”. 

4. La responsabilidad patrimonial del Estado por omisión

En el caso concreto se imputa responsabilidad patrimonial al Estado, por la muerte del señor Pedro Alfonso Márquez Correa, causada al parecer por miembros de un grupo subversivo, a título de falla del servicio por omisión, en tanto se afirma en la demanda que ese daño se habría podido evitar si la entidad demandada hubiera adelantado las actuaciones necesarias para obtener la liberación del secuestrado. Por lo tanto, se considera procedente referirse al desarrollo jurisprudencial que ha tenido el tema la responsabilidad del Estado por omisión. 

La Sala ha considerado que el Estado compromete su responsabilidad patrimonial en los eventos de daños causados por terceros, cuando se encuentren acreditados los siguientes requisitos: a) la existencia de una obligación legal o reglamentaria a cargo de la entidad demandada; b) la omisión de poner en funcionamiento los recursos de que dispone esa entidad para el adecuado cumplimiento de su deber legal, atendidas las circunstancias particulares del caso; c) la existencia de un daño antijurídico, y d) la relación causal entre la obligación omitida y la producción del daño. 

Frente a este último aspecto, la Sala, con apoyo en la doctrina, que a su vez se inspiró en la distinción realizada en el derecho penal entre delitos por omisión pura y de comisión por omisión, precisó que en este tipo de eventos lo decisivo es la omisión de la conducta debida, que de haberse realizado habría interrumpido el proceso causal impidiendo la producción de la lesión. 

En relación con el deber de seguridad que corresponde prestar al Estado, cabe señalar que el mismo está contenido en el inciso segundo del artículo 2 de la Constitución que establece que “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. Por su parte, el artículo 6 ibídem establece que los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

La razón de ser de las autoridades públicas es la de defender a todos los residentes en el país y asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. De tal manera que omitir el cumplimiento de esas funciones no sólo genera responsabilidad personal del funcionario sino además responsabilidad institucional. Por lo tanto, el Estado debe utilizar todos los medios de que dispone para lograr que el respeto a la vida y demás derechos de las personas por parte de las autoridades públicas y particulares sea una realidad y no conformarse con realizar una simple defensa formal de los mismos
. 
Conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala, para que pueda considerarse que el Estado es responsable por omisión, en los eventos en los cuales se le imputa el daño por falta de protección, se requiere previo requerimiento a la autoridad, en relación con el cual no se exige ninguna formalidad, porque todo dependerá de las circunstancias particulares del caso
. Es más, ni siquiera se precisa de un requerimiento previo cuando la situación de amenaza es conocida por la autoridad
. Es decir, que serán las circunstancias concretas las que determinarán cuál era la obligación específica de seguridad que tenía el Estado en relación con quien ha sufrido un daño. 

Ahora, la obligación de seguridad que corresponda prestar al Estado en un evento determinado, conforme a la jurisprudencia que la Sala ha desarrollado desde vieja data, debe determinarse en consideración a su capacidad real de prestar ese servicio, atendidas las circunstancias concretas, bajo el criterio de que “nadie está obligado a lo imposible”.

Ese criterio se encuentra plasmado en la sentencia de 7 de diciembre de 1977, en la cual se consideró que:

"Hay responsabilidad en los casos en que la falta o falla administrativa es el resultado de omisiones actuaciones, extralimitaciones en los servicios que el Estado está en capacidad de prestar a los asociados, mas no en los casos en que la falta tiene su causa en la imposibilidad absoluta por parte de los entes estatales de prestar un determinado servicio"
.

En decisión posterior se hizo una exposición más amplia de ese criterio y se consideró que el juez, para apreciar la falla del servicio, no debía referirse a una norma abstracta, sino que debía preguntarse por lo que en ese caso debía esperarse del servicio, teniendo en cuenta la dificultad más o menos grande de su misión, las circunstancias de tiempo (períodos de paz, o momentos de crisis), el lugar, los recursos humanos y materiales de que disponía, etc
.
Con el fin de precisar aún más el concepto, la Sala, en providencia dictada antes de la expedición de la actual Constitución, señaló que el cumplimiento de las obligaciones del Estado debía examinarse a la luz del nivel medio que se espera del servicio, según su misión, las circunstancias y los recursos de que disponía, de tal manera que se presentaría la falla cuando el servicio se prestaba por debajo de ese nivel medio
. 

Por otra parte, en sentencia de 11 de octubre de 1990, se advirtió que ese criterio de la relatividad de la falla del servicio, no debía ser pretexto para justificar el incumplimiento de la Administración a su deber de protección a la vida de los ciudadanos, que era el valor fundamental de un Estado de Derecho:

“Es cierto que en los términos del artículo 16 de la Constitución Política las autoridades están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra y bienes y que a partir de este texto se fundamente la responsabilidad del Estado, pero también lo es que esa responsabilidad no resulta automáticamente declarada cada vez que una persona es afectada en tales bienes pues la determinación de la falla que se presente en el cumplimiento de tal obligación depende en cada caso de la apreciación a que llegue el juzgador acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, como se hubieren sucedido los hechos así como de los recursos con que contaba la administración para prestar el servicio, para que pueda deducir que la falla se presentó y que ella no tiene justificación alguna, todo dentro de la idea de que "nadie es obligado a lo imposible".

…

“Si bien es cierto que en esta materia el juez de la administración debe tener en cuenta que "la pobreza [del Estado] no lo excusa de sus obligaciones", ello no quiere decir que en cada caso concreto no deba tener en cuenta por ejemplo, las disponibilidades…del ente demandado para cumplir con las funciones que le correspondan…Con esto, naturalmente no se quiere significar que la apreciación del juez sobre las anotadas circunstancias de tiempo, modo y lugar deba ser benigna (por el contrario, debe ser rigurosa), pero sin olvidar la máxima expuesta acerca de la no obligatoriedad a lo imposible y teniendo siempre presente que dicha máxima jamás debería utilizarse para justificar una indefensión de la administración al deber de protección a la vida de los ciudadanos, valor fundamental de un Estado de Derecho”
.

Con posterioridad a la entrada en vigencia de la actual Constitución, la Sala reiteró el criterio que venía sosteniendo sobre la relatividad de la falla del servicio, conforme al cual la exigencia que debía hacerse al Estado sobre el cumplimiento de sus obligaciones estaba determinada por la verificación de sus condiciones materiales reales y no sobre criterios ideales. Dijo la Sala:

“…la falla del servicio no puede predicarse de un Estado ideal. Para hablar de ella hay que tener en cuenta la realidad misma del país, el desarrollo, la amplitud y la cobertura de los servicios públicos. En otras palabras, la infraestructura de los mismos.

“Por eso es fácil pensar que no puede tener la misma extensión la tesis en un país desarrollado que en uno como el nuestro que apenas está  en vía de desarrollo”
.

Aunque, se ha mantenido la advertencia de que las condiciones presupuestales no son justificación para el incumplimiento de las obligaciones de seguridad que corresponde prestar al Estado:

“…Téngase presente que si bien es cierto esta corporación ha sostenido que dentro de la filosofía del Estado social de derecho no es posible responsabilizar al Estado Colombiano por todo tipo de falencias que las circunstancias de pobreza del país evidencian en multitud de casos “pues el juez tiene que ser consciente de la realidad social en que vive, y no dejarse deslumbrar por el universo que tienen las palabras o conceptos políticos o jurídicos”, de allí no puede seguirse, como corolario obligado, que los daños que padecen los ciudadanos por vivir expuestos a situaciones de peligro permanente hayan de quedar siempre librados a la suerte de cada cual.

“En efecto, las implicaciones y el grado de compromiso que el Estado constitucional contemporáneo exige para todas las autoridades públicas supone un análisis de cada caso concreto en procura de indagar si la denominada falla del servicio relativa, libera a éstas de su eventual responsabilidad.  Dicho en otros términos, no es aceptable que frente a situaciones concretas de peligro para los ciudadanos, estudiadas y diagnosticadas de vieja data, pueda invocarse una suerte de exoneración general por la tan socorrida, como real, deficiencia presupuestal”
.

En decisiones subsiguientes, la Sala continuó señalando que el grado de exigencia de la prestación de los servicios que competen al Estado y, en particular, el referido a la seguridad, está en relación con los medios de que éste dispone para su cumplimiento:

“Es que las obligaciones que están a cargo del Estado - y por lo tanto la falla del servicio que constituye su trasgresión -, han de mirarse en concreto frente al caso particular que se juzga, teniendo en consideración las circunstancias que rodearon la producción del daño que se reclama, su mayor o menor previsibilidad y los medios de que disponían las autoridades para contrarrestarlo.

“Se le exige al Estado la utilización adecuada de todos los medios de que está provisto, en orden a cumplir el cometido constitucional en el caso concreto; si el daño se produce por su incuria en el empleo de tales medios, surgirá su obligación resarcitoria; si el daño ocurre, pese a su diligencia, no podrá quedar comprometida su responsabilidad”
. 

Conforme al criterio vigente, que se reitera, a pesar de que es deber constitucional del Estado brindar protección a todas las personas residentes en el país, no por eso le son imputables todos los daños a la vida o a los bienes de las personas causados por terceros. Estos sólo le serán imputables, cuando tales daños se hubieran podido evitar con el cumplimiento de las obligaciones de seguridad que por mandato constitucional le corresponde prestar. El contenido de esa obligación de seguridad en cada caso se determinará de acuerdo con la capacidad que materialmente tuviera para cumplirla, atendiendo las circunstancias particulares, sin que las dificultades presupuestales puedan ser pretexto para su incumplimiento.

5. En el caso concreto, el daño no es imputable al Estado a título de falla del servicio por omisión 
Considera la Sala que la muerte del señor Márquez Correa no es imputable a la entidad demandada, porque no está demostrado que ésta hubiera podido evitar la causación de ese daño. Aunque las pruebas que obran en el expediente son muy pocas, son suficientes para demostrar que una vez que se tuvo conocimiento del secuestro de su Director Seccional en Santander, el Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía adelantó labores de inteligencia, con el fin de obtener información sobre el hecho analizó y consultó la conveniencia para la protección de la víctima, de adelantar un operativo de rescate. 

En el informe presentado el 22 de agosto de 1996 por el Jefe de la Sección de Información y Análisis del Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía General de la Nación, al Director Seccional de la misma entidad, en Valledupar (fls. 69-70), se dio cuenta de la situación de orden público que se vivía en la zona donde se produjo el secuestro: 

“La región donde se encuentra retenido el doctor PEDRO MÁRQUEZ es de total dominio del frente Camilo Torres Restrepo, es el grupo más numeroso y sólido del ELN, en el departamento del Cesar, está conformado por seis comisiones que operan en los municipio de Codazzi, Chiriguaná, Curumaní, Pailitas, Pelaya, Aguachica, San Martín, San Alberto, Rio de Oro y el Carmen Norte de Santander. Su cabecilla es el sujeto AURENTINO DE JESÚS RUEDA SEPÚLVEDA, alias ‘JAIR’, el modus operandi del grupo es proselitismo, ataque a patrullas en movimiento, toma de poblaciones y cuarteles, explosión (sic) y secuestro de personalidades, retenes sobre la vía y quemas de vehículos, es el grupo que más se dedica a ajusticiamiento de delincuentes comunes y personas corruptas. 

…

“Se seguirán labores de inteligencia con relación a este hecho para un próximo informe”.  

En el informe presentado el 3 de septiembre de 1996, por el Jefe de la Unidad de Policía Judicial del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación (fls. 65-68), se relacionaron las gestiones adelantadas por la entidad con ocasión del secuestro del señor Márquez Correa y la comunicación del caso a la Cruz Roja Internacional, con el fin de procurar que se le brindara ayuda humanitaria: 

“De acuerdo a información recepcionada en la Dirección Seccional del CTI de Riohacha, el doctor PEDRO MÁRQUEZ CORREA, Director del Cuerpo Técnico Seccional de Riohacha, fue secuestrado por la guerrilla, la información fue suministrada por sus familiares, quienes manifestaron que éste había salido de Bucaramanga el día 19 de agosto a las 14:30 horas, aproximadamente, en compañía de una cuñada y otros familiares, los cuales fueron liberados, comunicando que el doctor Márquez permanecía en poder de los secuestradores, quienes a su vez le habían advertido no diera ningún tipo de información a las autoridades, o de lo contrario procederían a darle muerte.

“Según información telefónica sostenida con la señora SURAYA CUEVAS EGEA, cuñada del Director y quien fue liberada por los secuestradores, el vehículo fue detenido en forma casual por un grupo de subversivos, quienes manifestaron que eran militares, en la población de San Roque, jurisdicción del departamento del Cesar; en el mismo sitio fue secuestrada una familia que se transportaba por la vía en un vehículo Luz azul; de los ocupantes de los dos vehículos fueron liberadas algunas personas permaneciendo secuestrado el doctor Márquez Correa y dos personas más, al igual que los automotores; de acuerdo a lo manifestado por la señora Suraya Cuevas, este grupo subversivo tiene secuestradas a varias personas y vehículos, por cuyo rescate han pedido dinero a sus familiares.

“Se logró establecer por labores investigativas realizadas por el C.T.I. Valledupar, que el doctor Márquez fue secuestrado por la columna Camilo Torres Restrepo del ELN y se encuentra en la zona de Santa Isabel, arriba en la serranía del Perijá, jurisdicción del municipio de Chiriguaná (Cesar). Posteriormente, con base en las informaciones recibidas desde el sur del departamento del Cesar, se logró precisar que el doctor Márquez se encontraba en compañía del ingeniero de PRODECO OSCAR BARROS. Inicialmente fueron transportados en el vehículo del CTI hasta el corregimiento de Rincón Hondo, luego hacia la serranía del Perijá al parecer hasta una finca de nombre Guaimaral, siguiendo hasta la parte más alta de la serranía.

“A partir del 20 de agosto se estableció comunicación con la Cruz Roja Departamental, a través del técnico criminalístico Juan Carlos Pérez, quien es miembro activo de la Cruz Roja, quien con la señora Magola de Salas, Coordinadora Departamental de Difusión de esa entidad efectuó los enlaces necesarios con la Delegada Regional del Comité Internacional de la Cruz Roja en la ciudad de Barranquilla, doctora JAQUELIN MADE, quien inmediatamente estableció contacto con los familiares del doctor Márquez, en Bucaramanga, entrevistándose con su esposa NANCY ROCIO RUEDA; posteriormente, la señora Márquez informó que había instaurado denuncia penal el 22 de agosto en la Fiscalía ante el Gaula Rural de Bucaramanga, recepcionada por el doctor Álvaro Villarreal Franco, la cual fue enviada a la Fiscalía Regional de Barranquilla, donde se adelanta la correspondiente investigación previa…El doctor ARMANDO CAMACHO ESQUIVEL, Director Regional de Fiscalías, en comunicación telefónica informó que dentro de la investigación se había ordenado la práctica de algunas pruebas, comisionándose a la Unidad de Aguachica (Cesar).

“El 21 de agosto, la doctora JAQUELIN MADE, quien es de origen Suizo se trasladó hasta el departamento del Cesar, estableciendo permanente comunicación con la Cruz Roja Seccional, posteriormente solicitó información en relación al estado de salud antes del secuestro y medicamentos que se le estaban suministrando, informó que se trasladaría a la zona donde opera el frente Camilo Torres el día 22 de agosto.

“Según información suministrada por el señor JAIME ACEVEDO, secuestrado el 19 de agosto en un retén móvil de la guerrilla, el señor Pedro Márquez fue secuestrado en el momento en que los plagiarios lo conducían a él y a su familia al lugar donde permanecieron en cautiverio, el vehículo Mitsubishi, color blanco donde se transportaba el doctor Márquez fue interceptado: los guerrilleros estudiaron su documentación y agenda personal procediendo a llevarlos secuestrados, el grupo de delincuentes está compuesto según su versión, por veinticinco personas aproximadamente, que portaban armamento de largo alcance.

“Las declaraciones a la señora SURAYA CUEVAS EGEA y ROOSEVELT ZULETA RUEDA, personas que se encontraban secuestradas con el doctor Pedro Márquez y liberadas posteriormente fueron remitidas a la Fiscalía Regional de Barranquilla.

“A través de la Cruz Roja se ha podido conocer que el doctor Márquez permanece secuestrado y presenta malestares físicos debido al problema de úlceras en el estómago, cuya operación tenía programada próximamente, por lo cual se le ha hecho llegar su historia clínica y medicamentos. 

“En investigación adelantada por el CTI Riohacha se obtuvo la información que se adjunta sobre el frente Camilo Torres Restrepo, relacionada con su ubicación, modus operandi y material bélico con que cuentan.

“Hasta la fecha se desconocen cuáles son las exigencias de los secuestradores para liberar al doctor Pedro Márquez”. 

En la declaración rendida ante el a quo, el señor David Álvarez Perilla (fls. 159-162), manifestó que para el momento de los hechos se desempeñaba como Jefe de la Unidad de Policía Judicial y en razón de su cargo conocía al señor Márquez Correa, que era el Director Seccional de la entidad en Riohacha. En relación con lo sucedido, relató que el señor Márquez Correa había viajado a la ciudad de Bucaramanga y debía reintegrarse a sus labores el lunes siguiente, pero como eran ya las 9:00 a.m. y él no se había presentado, se organizaron dos grupos coordinados por el jefe de seguridad de la entidad, señor Jorge Iván Daza Suárez, con el fin de que uno saliera por la vía Santa Marta y el otro por la vía Valledupar, porque pensaban que de pronto el señor Márquez se hallaba varado en la vía, después de haber verificado vía telefónica que no había bloqueo en la carretera. 

Agregó que poco después de iniciar ese operativo se recibió la llamada de un familiar del señor Márquez Correa, informando que éste había sido secuestrado por miembros del ELN, en jurisdicción del departamento del Cesar; que de inmediato se trasmitió esa información al Director Nacional del CTI, quien al enterarse de que un pariente del señor Márquez había sido secuestrado con él y liberado se comisionó al investigador de esa seccional, señor Jesús Merchán Avilez para que se trasladara a la ciudad de Santa Marta y le recibiera una declaración y que él mismo se puso en contacto con las direcciones seccionales de Barranquilla y Valledupar para coordinador el acopio de informaciones sobre el hecho, la cual era trasmitida al Fiscal Regional de Valledupar encargado del caso y también se buscó la colaboración de la Cruz Roja, ubicada en Barranquilla, que tenía un representante en Valledupar y que en la seccional de Riohacha se tuvo comunicación con un funcionario del CTI, Juan Carlos Pérez, quien era voluntario de la institución, con el fin de lograr la liberación del secuestrado.

En relación con las actividades desplegadas por la entidad, manifestó que los funcionarios del CTI Iván Fuentes Acosta y Jorge Iván Daza se desplazaron al sur de la Guajira y al departamento del Cesar, con el fin de recaudar información sobre el hecho, sin obtener ningún resultado satisfactorio y posteriormente, el Director Nacional del CTI coordinó una reunión en Valledupar con los directores de varias seccionales y otros funcionarios, a fin de estudiar los riesgos de un operativo de rescate del señor Márquez y que en el aeropuerto de Valledupar se reunieron con un General del Ejército, quien consideró que un operativo de rescate implicaba un riesgo bastante alto para la vida del secuestrado, porque esa era una zona de gran influencia guerrillera, pero que en las horas de la tarde de esa mismo día se encontró el cadáver del señor Márquez. 

Finalmente, manifestó que el occiso, en el tiempo que laboró con él andaba solo con el conductor Clímaco Ramírez, e inclusive, él mismo conducía el vehículo en algunas ocasiones; que no sabe si se le habían asignado funciones de escolta, porque él era bastante discreto y reservado en su trabajo y en sus decisiones.  

Ahora, no está demostrado en el expediente que la Fiscalía hubiera puesto en conocimiento de la Policía o del Ejército ese hecho, con el fin de que las autoridades competentes adelantaran las labores de rescate. Obra en el expediente el oficio remitido al a quo por el Comandante del Departamento de Policía de Santander, en el cual certificó que ni en los libros de la SIJIN del Cesar, ni del Primer Distrito de ese departamento, ni de ese comando constaban antecedentes de solicitud remitida por la Fiscalía o el Director del CTI relacionados con operativos tendientes a obtener la liberación del señor Pedro Alonso Márquez Correa (fl. 114). 

Sin embargo, considera la Sala que ese oficio no confirma la inactividad de la entidad demandada, ni su desidia o falta de interés en lograr la liberación del secuestrado, porque lo cierto es que de ese hecho sí tuvo conocimiento el DAS. En efecto, obra la certificación expedida el 8 de julio de 1999, por el Director Seccional en Santander del Departamento Administrativo de Seguridad, en respuesta al oficio del a quo (fl. 62-63), en el cual manifestó que en esa seccional aparecía registrada la salida de una comisión de detectives hacia la ciudad de Aguachica, el 20 de agosto de 1996, a las 09:30 horas, con el fin de investigar la desaparición del señor Márquez Correa, según misión de trabajo No. 1688, expedida por la Unidad Investigativa de Policía Judicial de esta Seccional. En relación con los resultados de esa orden, se afirmó: 
“Las labores de inteligencia adelantadas permitieron conocer que el señor MÁRQUEZ CORREA había sido secuestrado el 18 de agosto de 1996 por el frente Camilo Torres Restrepo del ELN, en área rural de Chiriguaná (Cesar), en momentos en que se desplazaba entre Bucaramanga y Riohacha (Guajira), donde laboraba como director del Cuerpo Técnico de Investigaciones.

“Según informaciones, funcionarios de la Dirección de Investigaciones del DAS, en Bogotá, en esa época enviaron una comisión al área del secuestro para investigar el hecho. Se desconocen los resultados. 

“El DAS informó a la Cruz Roja sobre la comisión del ilícito, con el propósito de que se adelantaran gestiones humanitarias, como el suministro de drogas y alimentos.

“Se ignora qué actividades en torno al esclarecimiento del secuestro adelantó el Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía, entidad en la que trabajaba MÁRQUEZ CORREA”.

En conclusión, considera la Sala que no está demostrado que la Fiscalía General de la Nación hubiera incumplido los deberes a su cargo y hubiera abandonado a su suerte al señor Márquez Correa; por el contrario, se acreditó que la entidad, a través del Cuerpo Técnico de Investigación adelantó, labores de inteligencia, con el fin de establecer hechos relevantes relacionados con la comisión del ilícito y la conveniencia de adelantar un operativo de rescate y que, además, estableció comunicación con la Cruz Roja Internacional para buscar que se le brindara ayuda humanitaria al secuestrado. También está demostrado que el Departamento Administrativo de Seguridad tuvo conocimiento del hecho y adelantó también labores de inteligencia. 

No puede considerarse que la entidad demandada es responsable de la muerte del secuestrado por no haberse adelantado un operativo de rescate, porque no está demostrado que de esa manera se hubiera podido proteger su vida; por el contrario, en la valoración que hizo la entidad sobre la situación de orden público que se vivía en la zona donde al parecer lo tenían retenido, se consideró que esa opción implicaba ponerlo en grave riesgo, porque se trataba de una zona de gran influencia guerrillera. 

Tampoco se demostró que la entidad hubiera podido adelantar gestiones diferentes, dentro del marco de sus competencias, para lograr la liberación del secuestrado, ni siquiera se tiene noticia de que sus captores hubieran presentado algún tipo de exigencia, como condición para dejarlo en libertad.  

Es cierto que el Estado tenía el deber de velar por la vida e integridad física del señor Pedro Alfonso Márquez Correa y por ende, tenía la obligación de adelantar todas las actuaciones que fueran necesarias para brindarle protección; sin embargo, la determinación de las obligaciones que ha debido cumplir el Estado deben ser analizadas frente al caso concreto y no está demostrado en el expediente que durante los 17 días que duró el secuestro, la entidad demandada hubiera podido desarrollar actuaciones diferentes, a las de adelantar labores de inteligencia o investigaciones judiciales, con el fin de establecer las estrategias a seguir para obtener la liberación del secuestrado, salvaguardando su vida. En consecuencia, considera la Sala que el daño no es imputable a la entidad demanda, a título de falla del servicio por omisión. 

6. El daño tampoco es imputable a la entidad bajo un título objetivo de responsabilidad 

Se afirma en la demanda que el daño también era imputable a la entidad pública a título de daño especial, porque quienes colaboran con la Administración de Justicia están más expuestos a sufrir daños causados por la guerrilla, por delincuentes comunes y por otras organizaciones criminales.
En relación con los daños sufridos por quienes ejercen funciones de alto riesgo relacionadas con la defensa y seguridad del Estado como los militares, agentes de policía o detectives del DAS, la jurisprudencia de la Sala ha considerado que la responsabilidad patrimonial del Estado no se ve comprometida, cuando esos daños se producen con ocasión de la relación laboral que los vincula con el Estado; que en tales casos los daños se cubren con la indemnización a fort fait a que tienen derecho por virtud de esa vinculación y sólo habrá lugar a la reparación, por vía de la acción de reparación directa, cuando dichos daños se hayan producido por falla del servicio imputable a las entidades públicas, o cuando se someta al funcionario, que resulte víctima, a un riesgo excepcional, diferente o mayor al que deban afrontar sus demás compañeros
.

En todo caso, ha aclarado la Sala, que la apreciación de ese trato desigual del servidor público que asume los riesgos inherentes a las actividades peligrosas debe ser “referido a quienes se encuentran en condiciones de igualdad, en este caso frente a los demás miembros del cuerpo armado” y no frente a los demás ciudadanos ajenos a dichas actividades. Por lo tanto, si bien es cierto que el deber del Estado de proteger la vida de todas las personas se predica también en relación con los miembros de los cuerpos armados, la asunción voluntaria de los riesgos propios de esas actividades modifica las condiciones en las cuales el Estado responde por los daños que éstos puedan llegar a sufrir. 

Con base en ese criterio, la Sala ha declarado la responsabilidad patrimonial del Estado por  los daños sufridos por los miembros de la Fuerza Pública, en los eventos en los cuales esos daños han sido causados por terceros, pero en cuya producción ha incidido el hecho de que las entidades los han sometido a riesgos superiores a los que normalmente éstos deben afrontar, o cuando el Estado no ha previsto o evitado el daño, pudiendo hacerlo, por haber incumplido el deber de protección que ha debido prestarles. 

En el caso concreto, consta en la certificación expedida el 8 de julio de 1999, por el Director Seccional en Santander (fl. 62-63), que el señor Pedro Alfonso Márquez Correa laboró en el DAS desde el 16 de octubre de 1984, hasta el 1º de agosto de 1995, fecha en la cual le fue aceptada la renuncia que presentó y que desde el 28 de septiembre de 1993 y hasta la fecha en la cual se retiró de la entidad, ocupó el cargo de Director de la Seccional Santander del DAS.

Según la certificación expedida por el Jefe de la Sección de Desarrollo Humano de la Fiscalía General de la Nación, el señor Márquez Correa laboró al servicio de esa entidad en el cargo de Director Seccional del Cuerpo Técnico de Investigaciones de Riohacha, desde el 23 de mayo, hasta el 5 de septiembre de 1996 (fl. 13). Además, obra la copia de la hoja de vida del funcionario, de la cual hace parte copia del acto de nombramiento y de posesión, remitida al a quo por la Directora Seccional Administrativa y Financiera de la Fiscalía de la entidad (91-109). 

Ahora, según consta en la misma certificación expedida por el Director Seccional en Santander del Departamento Administrativo de Seguridad DAS (fls. 62-63), para el 29 de abril de 1995, época para la cual el señor Pedro Alfonso Márquez Correa se desempeñaba como Director de esa misma seccional, se logró la captura de un presunto miembro del grupo guerrillero ELN, quien logró fugarse del centro donde se hallaba recluido: 

“detectives adscritos a la misma capturaron a REINALDO HERNÁNDEZ GÓMEZ, alias ‘la avispa’…durante un operativo realizado en…el barrio Antonia Santos, en Bucaramanga. El capturado era el encargado de las comunicaciones del frente de guerra nororiental del ELN. En su poder se hallaron logotipos alusivos a la organización insurgente y un millón de pesos en efectivo. Se encontraba solicitado por la Fiscalía Regional de Medellín, sindicado del delito de rebelión. 

“A través de los medios de información se conoció que en 1997 se fugó de la cárcel de Popayán, entregándose a la Cruz Roja y Derechos Humanos. Luego fue recluido en la cárcel de San Gil y en 1998 obtuvo su libertad.

“En los archivos no existe carta alguna en que se hubiera amenazado de muerte al director de la seccional para la fecha de su captura; tampoco se conoció información en tal sentido”. 

Es cierto entonces que el señor Márquez Correa era un servidor estatal, vinculado al ejercicio de labores de alto riesgo, relacionadas con la seguridad del Estado y que en ejercicio eficaz de su labor, cuando se desempeñaba como Director Seccional del DAS se logró la captura de un presunto miembro de un grupo subversivo. Sin embargo, el sólo hecho de su vinculación a una entidad que presta el servicio de seguridad a los ciudadanos no genera para el Estado el deber de reparar los daños que terceras personas le hubieran causado como consecuencia, precisamente, de esa vinculación, porque, como ya se señaló, la persona que se vincula a esas entidades asume los riesgos propios del cargo que acepta y quienes sufren perjuicios derivados de esos daños tienen derecho a las indemnizaciones legalmente establecidas. 

Tampoco se demostró que la muerte del señor Márquez Correa se hubiera producido en circunstancias de desigualdad, vinculadas con el sometimiento del servidor público, por parte del Estado, a unos riesgos superiores a los que asumían sus demás compañeros de labores. Es cierto que el hecho de haber ocupado el cargo de Director Seccional del DAS lo hacía más propenso a sufrir los ataques de aquéllos que resultaran afectados con el ejercicio legítimo y eficaz de su labor, pero esa situación de mayor vulnerabilidad estaba relacionada con su condición de mayor jerarquía dentro de la entidad. Es decir, que a mayor jerarquía, mayor responsabilidad y mayor riesgo. 

En síntesis, no hay lugar a considerar que el Estado es responsable por la muerte del señor Pedro Alfonso Márquez Correa por falla del servicio por omisión, ni bajo criterios objetivos de responsabilidad, porque no se demostró cuál era la actuación del Estado omitida que hubiera podido salvarle la vida, ni tampoco se acreditó que el daño se hubiera producido por haberle brindado un trato discriminatorio, sometiéndolo a un riesgo superior al que debían exponerse quienes ocupaban en las entidades públicas en las cuales prestó sus servicios, el cargo de directores seccionales.   

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA   
CONFÍRMASE la sentencia recurrida, esto es, la proferida por el Tribunal Administrativo de Santander-Sala de Descongestión-Sede Bucaramanga, el 30 de enero de 2001. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta
RUTH STELLA CORREA PALACIO          DANILO ROJAS BETANCOURTH 

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� En vigencia de Decreto 597 de 1988, la cuantía para que un proceso iniciado en ejercicio de la acción de reparación directa en el año de 1998 y cuya apelación se hubiera formulado en vigencia de la Ley 446 de 1998, tuviera vocación de segunda instancia ante esta Corporación era de $18.850.000 y la mayor de las pretensiones de la demanda con la cual se inició este proceso ascendía a $52.871.444, que era la suma solicitada como indemnización por perjuicios materiales reclamada. 





� “Se ha dicho que al Estado se le deben exigir los medios que corresponden a su realidad, haciendo caso omiso de las utopías y de la concepción ideal del Estado perfecto, omnipotente y omnipresente. A esto se ha llamado la teoría de la relatividad del servicio, a fin de no pedir más de lo posible, pero con la misma lógica debe concluirse que el Estado debe todo cuanto esté a su alcance”. Sentencia de esta Sección de 15 de febrero de 1996, exp: 9940.


� En sentencia de 11 de julio de 2002, exp. 13.387, dijo la Sala: “La Corporación ha reiterado que si no está probado que la medida de protección fue solicitada en forma expresa no se acredita la falla de la Administración.  Pero ello no implica que la petición deba ser únicamente por escrito, pues dependiendo de las circunstancias, la misma no sólo puede sino que debe hacerse en forma directa y verbal...La solicitud expresa y previa como requisito de imputación para una presunta omisión en la protección, tiene cabida cuando las circunstancias lo permiten.  Por ejemplo, el desplazamiento de un candidato a cualquier cargo de elección popular, o de un funcionario de alto rango, o de un funcionario judicial para desplazarse a determinada región, o simplemente la solicitud de protección a la residencia de determinado funcionario.  Es obvio que la institución policial no esté en la obligación de prestar en tales casos protección, cuando no se le pidió por escrito y con alguna antelación.





� En varias oportunidades ha sostenido la Sala que en relación con el deber de protección de la “vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades” que corresponde cumplir a las autoridades de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Constitución, la falla del servicio se concreta ante la ausencia de la especial vigilancia demandada en forma expresa por quien se halle “en especiales circunstancias de riesgo o cuando, aún sin mediar solicitud previa, la notoriedad pública del inminente peligro que corre el ciudadano hace forzosa la intervención del organismo armado”. Sentencia del 30 de octubre de 1997, exp. 10.958. Así, en sentencia de 19 de junio de 1997, exp: 11.875, dijo la Sala: “...los organismos encargados de prestar el servicio de seguridad a cargo del estado, incurrieron en omisión en el cumplimiento de sus funciones, por no haber tomado las medidas necesarias de protección del Dr. Low, a su regreso al país. No es necesario para que en este caso se estructure la falla en el servicio por omisión, que hubiera mediado una petición especial de protección, dado que esos mismos organismos fueron los que encontraron, estudiaron y analizaron las pruebas que contenían las amenazas; se refiere la Sala a los cassettes encontrados en Medellín donde había una conversación entre el narcotraficante Pablo Escobar Gaviria y su abogado Guido Parra, en relación con la orden de dar muerte al Dr. Low”. En el mismo sentido, ver, por ejemplo, sentencias de 30 de octubre de 1997, exp. 10.958, 5 de marzo de 1998, exp. 10.303 y de 7 de septiembre de 2004, exp: 14.831.


� Sentencia de 7 de diciembre de 1977, citada en sentencia de 11 de octubre de 1990, exp. 5737.





� Sentencia de 4 de agosto de 1988, exp. 5125.





� Criterio sostenido en Sentencia de 4 de agosto de 1988, exp. 5125, con apoyo en Jean Rivero. Derecho Administrativo. 9ª. ed., Caracas 1984 pág. 303. También se citó en la providencia al profesor García de Enterría. Derecho Administrativo, Tomo II, Civitas, pág. 350, de quien se extractó: “…conviene subrayar que el hecho de que la Ley haya objetivado la anormalidad haciendo de ésta un concepto jurídico indeterminado cuya concreción se remite a los standar de rendimiento medio del servicio de que se trate, significa que en su estimación entran factores variables en cada época según el grado de sensibilidad social y de desarrollo efectivo de los servicios públicos".





� Exp. 5737.





� Sentencia de 25 de octubre de 1991, exp. 6680. Criterio que continuó siendo reiterado por la Sala. Así, en sentencia de de 3 de abril de 1997, exp. 9467, dijo: “Y no puede tampoco dejar de señalarse aquí, que la falla del servicio debe entenderse configurada sólo cuando teniendo en cuenta las posibilidades concretas de atención con las que contaba la administración, el servicio fue prestado inadecuadamente, pues, como lo ha dicho la sala, la falla del servicio no puede predicarse de un estado ideal sino que debe ser relativa a las circunstancias concretas en que dicho servicio se desarrolla…”


� Sentencia de 14 de mayo de 1998, exp. 12.175.





� Sentencia de 30 de noviembre de 2006, exp. 16.626, reiterada en sentencia de  3 de octubre de 2007, exp. 15.985


� Ver, entre muchas otras, por ejemplo, sentencias de 21 de febrero de 2002, exp. 12.799; de 12 de febrero de 2004, exp. 14.636 y de 14 de julio de 2005, exp: 15.544.








